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                                     Radicado: 11001 03 15 000 2020 04486 00
 Demandante: Cabildo Bello Horizonte de la Comunidad Indígena Zenú


CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION PRIMERA

Bogotá, D.C., nueve (9) de noviembre de dos mil veinte (2020)
Radicación: 11001 03 15 000 2020 04486 00
Accionante: Cabildo Bello Horizonte de la Comunidad Indígena Zenú 
Accionados: Corte Constitucional, la Nación - Ministerios del Interior y de Minas y Energía, Agencia Nacional de Licencias Ambientales - ANLA, Agencia Nacional de Minería - ANM, Corporación Autónoma Regional de los Valles del Sinú y San Jorge - CVS y Cerro Matoso S.A.
I. Antecedentes

1.1. Mediante solicitud radicada el 19 de octubre de 2020 en la plataforma de Tutelas y Habeas Corpus en línea de la Rama Judicial, el Cabildo Bello Horizonte de la Comunidad Indígena Zenú, a través de apoderado judicial, interpuso acción de tutela en contra de la Corte Constitucional, la Nación - Ministerios del Interior (en adelante Min. Interior) y de Minas y Energía (en adelante Min. Minas), la Agencia Nacional de Licencias Ambientales (en adelante ANLA), la Agencia Nacional de Minería (en adelante ANM), la Corporación Autónoma Regional de los Valles del Sinú y San Jorge (en adelante CVS) y la empresa Cerro Matoso S.A.

Dicho escrito fue enviado en la misma fecha al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, entidad que, en proveído del 21 del mismo mes y año, ordenó su remisión al Consejo de Estado, en donde fue sometido a reparto el 22 de octubre de 2020, correspondiendo a este Despacho Sustanciador, en donde fue efectivamente recibido en el 26 del mismo mes y año.

1.2. La parte actora invocó la protección de sus derechos fundamentales a la igualdad, a la vida, a la dignidad humana, a la salud, a la integridad personal, a la participación, a la consulta previa, a la libre determinación de los pueblos compatible con sus aspiraciones y formas de vida, al mínimo vital, al ambiente sano, a la atención preferencial, al enfoque diferencial, a la reparación de las víctimas indígenas; así como también a los derechos colectivos al goce de un ambiente sano, al patrimonio cultural y arqueológico, a la existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración, mitigación y compensación, y el derecho a la seguridad y a la prevención de desastres antrópicos previsibles técnicamente, presentando las siguientes pretensiones:

“Solicito con el debido respeto a este honorable Tribunal que se ordene lo siguiente:

1. Amparar a la comunidad del Cabildo Bello Horizonte en cuanto al derecho fundamental a la Igualdad así como los derechos fundamentales a la Vida, la Dignidad humana, la Salud, Integridad Personal, Participación, Consulta Previa, Libre Determinación de los pueblos compatible con sus aspiraciones y formas de vida, Mínimo Vital, Ambiente Sano, Atención Preferencial, Enfoque Diferencial, Reparación de las víctimas indígenas, así como también los derechos colectivos: el goce de un ambiente sano, el Patrimonio cultural y arqueológico, la existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración, mitigación y compensación, y el derecho a la seguridad y prevención de desastres antrópicos previsibles técnicamente.

2.
Condenar en abstracto a la empresa CERROMATOSO S.A. al pago de los perjuicios ocasionados al Cabildo Bello Horizonte generados hasta la actualidad por los impactos ambientales, en la salud y en el entorno sociocultural que se derivan de su actividad minera.

3.
Ordenar al Ministerio del Interior a través de la dirección de consulta previa y a la sociedad minera CERROMATOSO S.A. Que se lleve a cabo el proceso de consulta previa por los impactos ambientales, a la salud, la vida, y socioculturales que habrá de generarse hacia el futuro con la continuación de su actividad minera y la expansión de su área de influencia y afectación.

4.
Ordenar que se implementen medidas de mitigación sobre los efectos nocivos en la salud, la vida y el medio ambiente que conlleva la continuidad de la explotación y producción minera que realiza CERROMATOSO S.A. Para lo cual, se solicita que se ordene a la empresa actualizar el plan de manejo ambiental y la Autoridad de Licencias Ambientales ANLA que realice la evaluación, el acompañamiento y que ejerza de manera efectiva el control y vigilancia de las medidas adoptadas.

5.
Implementar mecanismos y sanciones que garanticen la efectividad de la sentencia”
.

1.3. Como sustento de la demanda, argumentó que, mediante sentencia T -733 de 2015, la Corte Constitucional tuteló los derechos de varias comunidades pertenecientes al Resguardo Indígena Zenú ubicado en las cercanías del complejo minero de Cerro Matoso S.A
.
En esa línea, aseveró que hace parte del Resguardo Indígena Zenú y se encuentra ubicado en el corregimiento La Dorada del municipio de San José de Uré, Departamento de Córdoba, a seis (6) kilómetros con ciento treinta y ocho (138) metros del referido complejo minero. 
Como sustento de lo anterior, allegó un mapa para dar cuenta de su localización entre el Cabildo Indígena Puerto Colombia y el Consejo Comunitario de Comunidades Negras de San José de Uré, lo que, a su juicio, indica que se halla en el área de influencia directa de la actividad desarrollada por Cerro Matoso. 

Ahora bien, en cuanto a la alegada afectación de la comunidad, aseguró que “comparte las mismas circunstancias calamitosas en la salud, la vida, y el entorno sociocultural que generan los impactos medioambientales derivados de la explotación del níquel y la producción de ferroníquel como actividad minera de esta zona del departamento de Córdoba”
.
De otro lado, relató que las comunidades indígenas Zenúes del Alto San Jorge provienen de migraciones que se dieron a partir del año 1959, mientras que la empresa Cerro Matoso ha explotado la mina de níquel a cielo abierto desde 1982. Asimismo, aseveró que “el contrato No. 051-96M suscrito entre MINERALES DE COLOMBIA S.A. -MINERALCO- S.A. Y CERRO MATOSO S.A, establece las áreas de explotación minera que mediante otrosíes han ido cambiando y expandiéndose sin adecuarse a los estándares actuales de la legislación minera y ambiental, modificándose aspectos jurídicos y económicos sustanciales y variando el objeto mismo del negocio, un ejemplo de esto fue el otrosí No.4 que sustituyó integralmente los otrosíes No. 1, 2 y 3 e incluyó seiscientas ochenta y seis (686) hectáreas al área neta contratada, lo que para la Corte Constitucional dentro de la sentencia T-733 de 2017 significó una medida susceptible de afectar directamente las comunidades que se encuentran en la zona de influencia de las actividades de CERRO MATOSO S.A y debió contar con la participación de estas comunidades mediante un proceso de consulta previa”
. 
Posteriormente, explicó que, mediante la sentencia T-733 de 2017, se ordenó a la ANLA iniciar los trámites necesarios para la expedición de una nueva licencia ambiental a Cerro Matoso, la cual debía fundamentarse en las obligaciones asumidas en la consulta previa; incluir instrumentos necesarios, suficientes y eficaces para corregir los impactos ambientales de sus operaciones hasta el tiempo estimado de su finalización, y garantizar la salud de las personas que habitan las poblaciones allí protegidas, esto es, las comunidades de (i) Puerto Colombia, (ii) Pueblo Flecha, (iii) Guacarí - La Odisea, (iv) Bocas de Uré, (v) Puente Uré Tomo Rojo, (vi) Centro América, y (vii) San José de Uré, así como la protección del medio ambiente conforme a los estándares constitucionales.

No obstante, adujo que fue excluida infundadamente de lo allí decidido, pues no se tuvo en cuenta su ubicación geográfica, ni el hecho de que durante más de treinta (30) años su población ha sufrido los mismos impactos ocasionados a la salud que las demás aledañas al complejo, e incluso otras, como la afectación a los pozos domésticos de agua y los efectos del viento, que arrastra “el material particulado que se genera del proceso minero y especialmente de los depósitos de escoria que es causantes (Sic) de las afectaciones dermatológicas y respiratorias que acarrean consigo una serie de enfermedades conexas que van desde lo meramente cutáneo hasta la generación de condiciones propicias para el cáncer, afección a riñones, hígado y hasta enfermedades de tipo congénito y malformaciones”
. 
Por lo anterior, indicó que, al resultar evidente que se trata de una población en estado de vulnerabilidad manifiesta y al sufrir de manera directa los daños y perjuicios ya referidos, de un lado, requiere un tratamiento preferente por parte del juez de conocimiento de la presente acción constitucional, y de otro, cuenta con legitimación para demandar la reparación de sus perjuicios. 

Adicionalmente, aseveró que, como Cerro Matoso continuaría desarrollando su actividad minera, resulta necesario que aquella se le consulte con el fin de procurar la mitigación de los impactos en la salud, el medioambiente y los aspectos socioculturales de la comunidad, así como, que se adopten medidas de compensación frente a los perjuicios que han de generarse en el futuro.

1.4. En lo relativo a la fundamentación jurídica de la solicitud de amparo, la parte actora, al sustentar el porqué considera vulnerados los derechos fundamentales a la igualdad, a la vida, a la salud, al que denominó “[e]nfoque diferencial y [a]tención preferencial” y al mínimo vital de su comunidad, hizo referencia a la sentencia T-733 de 2017. 
Sobre la violación del primero, aseguró que el Cabildo fue excluido arbitrariamente de lo allí decidido debido a que no se tuvo en cuenta “el aspecto relacional entre las comunidades afectadas por la actividad minera de CERRO MATOSO S.A que fueron reconocidas dentro de tal sentencia y la situación del cabildo acá accionante que soporta los mismos impactos por los motivos que fueron razón de la decisión tomada por la Corte Constitucional”
. Ello, en tanto que, pese a que en el expediente número T - 4.298.584 los allí demandantes solicitaron la tutela de los derechos fundamentales de la totalidad de las comunidades étnicas del Resguardo Zenú del Alto San Jorge, entre las que se encuentra el Cabildo Indígena de Bello Horizonte, la decisión final allí adoptada, esto es, la del mentado pronunciamiento T – 733 de 2017, no los cobijó. 
En lo relativo al desconocimiento del segundo, manifestó que, así como las comunidades protegidas en la referida providencia no están en la obligación de soportar las perturbaciones a su forma de vida que la extracción minera que es efectuada por la empresa Cerro Matoso les ha causado, ellos tampoco están en el deber de soportar dicha afectación que, específicamente, señaló, transgrede “el elemento dignidad del derecho a la vida”
. 

En lo tocante con el tercero, reiteró que las condiciones en las que se encuentran son análogas a las de aquellas comunidades que fueron reconocidas en el mencionado fallo de la Corte Constitucional; esto, debido a su ubicación geográfica, por cuanto se encuentran en la zona de influencia de la mina. De ahí que, aseveró, como consecuencia de la presencia de níquel, como material particulado o en las fuentes de agua, la población padezca de enfermedades cutáneas, pulmonares, oculares y de afectaciones renales, así como de perturbaciones a las condiciones mentales y espirituales derivadas de la pérdida de la oportunidad de mantener una vida ordinaria desde la cosmovisión indígena Zenú. 
Cuando se refirió al cuarto, argumentó que “es lógico que se preste el debido enfoque diferencial por las corporaciones judiciales que conocieren esta acción de tutela, como también cualquier otra institución que por su acción u omisión causaron daños al Cabildo Indígena Bello Horizonte, quienes son abiertamente vulnerables, minoría e incluso en muchos casos en estado de debilidad manifiesta, por cuanto son plenamente sujetos de un enfoque diferencia[l] étnico”
. Posteriormente, insistió en que “por su situación análoga a la de otras comunidades sobre las que la Corte Constitucional ya decidió, requieren (Sic) atención preferencial, es decir, prelación de esta población por parte de las diferentes entidades de orden nacional que tienen la facultad de mejorar las condiciones de vida de los miembros del cabildo mediante controles en la concesión minera y el licenciamiento ambiental, la reparación, la consulta previa, entre otros”
. 
1.5. Igualmente, al tratar el quinto derecho antes enunciado, explicó que la decisión adoptada por la Corte Constitucional se basó en las circunstancias especiales que dicha comunidad étnica experimenta actualmente, pero respecto de otras comunidades también pertenecientes al Resguardo Indígena Zenú
, “sin que medie veeduría pública que permee los impactos de la actividad extractiva de la empresa cerro (Sic) Matoso S.A, los cuales también comprometen el valor intrínseco de ser humano de los miembros de dicho cabildo y atentan contra las condiciones materiales que permitan a estos sujetos llevar una existencia digna; un ejemplo de o (Sic) anterior es la contaminación por níquel del agua y los alimentos a los que tiene acceso el cabildo accionante y la contaminación auditiva por la maquinaria pesada de la mina”
. 
Por su parte, al referirse a la dignidad humana, luego de explicar que, jurisprudencialmente, se ha señalado que este derecho tiene tres (3) dimensiones
, enfatizó en las dificultades de la comunidad para diseñar un plan vital según las características propias del Cabildo, derivadas de la actividad minera de la empresa Cerro Matoso, en los siguientes términos: 
“Así pues, cada atributo de este derecho fundamental se ve sumamente agredido por la actividad minera de la empresa en cuestión, ya que el diseño de un plan vital según las características propias del cabildo se han visto agredidas al momento de afectar su normalidad orgánica, ya sea por problemas renales o de la vista, hasta malformaciones en recién nacidos, los alcances de sus aspiraciones se limitan a medida que las lesiones a su integridad personal y a su entorno se van haciendo evidentes, como actualmente sucede; por otra parte la población acá accionante tampoco viven en las condiciones nominadas “vivir bien”, y esto se observa en los problemas dermatológicos casi instantáneos por contacto con aguas contaminadas por el níquel, las limitaciones del cultivo, afectación a la fauna en general y demás obstáculos que atentan contra el modo de vida que los Cabildos han tenido por años; ya en cuanto lo intangible, propio del espíritu humano y del espíritu de los pueblos indígenas Zenúes, existe de plano una afectación a la dignidad de los pobladores de los Cabildos ubicados en Córdoba por los remanentes de la guerra asentándose grupos narcotraficantes, paramilitares y guerrilleros alrededor de los pueblos indígenas, a lo que se suma la actividad extractiva desmedida que los ha enfermado, arrancado tierras, fuentes de aguas, fauna, flora, les han producido cáncer, ha malformado a sus hijos, les han obligado a soportar contaminaciones auditivas, a respirar escoria y demás daños a la integridad de estos pueblos, lo que es una afectación a su paz y a su integridad física y moral”.  

De otro lado, al referirse a los derechos colectivos cuya protección pretende, esto es, al goce de un ambiente sano y la existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, mitigación, restauración y compensación; a la seguridad y prevención de desastres antrópicos previsibles técnicamente y a la “libre autodeterminación de los pueblos compatibles con las aspiraciones de vida propias del cabildo”
, alegó que el Estado Colombiano, al facultar mediante concesión vigente y mediante una licencia ambiental a la empresa extranjera  Cerro Matoso S.A. para la extracción de Níquel y su procesamiento en hornos a fin de obtener Ferroníquel, ha priorizado el desarrollo económico sobre las riquezas naturales de la Nación, sin importarle las graves afectaciones que han soportado comunidades indígenas y negras aledañas a la mina y que, pese a haber sido objeto de protección en la en la sentencia T-733 de 2017, actualmente continúan desamparadas por la ejecución de la actividad industrial a que se ha hecho referencia. Sobre el particular específicamente señaló lo siguiente:  

“[S]e ha evidenciado en el precedente Jurisprudencial que el Estado Colombiano mediante la Autoridad Nacional De Licencias Ambientales - ANLA, la Corporación Autónoma Regional De Los Valles Del Sinú Y Del San Jorge - CVS, el Ministerio De Minas Y Energía, La Agencia Nacional De Minería ANM., entre otras entidades, priorizaron la actividad minera del (Sic) Cerro Matoso S.A de tal forma que permitieron la introducción de otrosíes (No.4) que cambiaban radicalmente la concesión minera expandiendo el territorio objeto de la explotación de níquel, sin que mediara consulta previa. Por otra parte, adoptaron actitudes permisivas otorgando licencias ambientales sin valorar ni prevenir con severidad científica los impactos a la salud y al medio ambiente, un ejemplo de esto fue la inexistencia de una delimitación en la normativa colombiana de la toxicidad del níquel en humanos y el medio ambiente. Hechos como estos que fueron razón de la decisión tomada en Sentencia T-733 de 2017 y han sido en su mayoría atendidos por esta, sin embargo, como se ha reiterado el Cabildo Bello Horizonte no goza de ninguna de estas decisiones y por tanto sigue bajo la hegemonía cultural que impuso una mina a cielo abierto en su territorio ancestral y que atenta contra su autodeterminación pues, pese los daños que han soportado al día de hoy, no existe un proceso de consulta previa”
.
Al mismo tiempo, adujo que las demandadas no tuvieron en cuenta el principio de precaución ni tomaron las medidas necesarias para prevenir los daños causados al Cabildo Bello Horizonte y demás comunidades reconocidas en dicha sentencia, en la cual, con fundamento en el acervo probatorio obrante en el proceso, se demostró la “conexidad entre los impactos a la salud y al medio ambiente a las comunidades asentadas en la zona de influencia de la mina y la actividad extractiva de níquel y su procesamiento para la obtención de ferroníquel”
, razón por la cual, al configurarse una situación “que demanda acciones ante los daños ocasionados al Cabildo acá accionante ya que no fue incorporado en lo decidido por la Corte Constitucional en la sentencia referida” 
, resulta necesario “adelantar los procesos restablecedores que atenúen los daños” 
 que ha ocasionado la referida actividad, con fundamento en los criterios de razonabilidad y proporcionalidad. 

Finalmente, en lo tocante con la condena en abstracto solicitada, puso de presente que, pese a que lo decidido al respecto en la sentencia T- 733 de 2017 fue objeto de declaratoria parcial de nulidad, esa decisión se tomó por vicios que considera meramente formales y que no son predicables de este caso; veamos lo expuesto por la parte actora: 
“4.1 DE LA REPARACIÓN EN SEDE DE TUTELA:
Respecto a la condena en abstracto, resulta importante destacar que esta ha sido reconocida en sede de tutela atendiendo a factores específicos y distintivos en cuanto a la condición de vulnerabilidad y a criterios que van enfocados hacia la necesidad de asegurar el goce efectivo de un derecho, comprendiendo que la reparación más que un mero componente económico constituye un derecho complejo, que contiene distintas formas o mecanismos reparatorios que atienden a su vez a las distintas formas en que se encuentran materializados los perjuicios sufridos por la comunidad; tal como se evidencia en el caso concreto, los daños al medio ambiente, a la vida, a la salud y al entorno cultural presentan diversas formas en los impactos que sufren los sujetos, por ende, aunque se ha establecido como único factor de indemnización en sede de tutela el daño emergente, este debe comprender las distintas variaciones que pueden presentarse a la hora de analizar el daño que se pretende reparar.  

No obstante, al haberse reconocido dentro de la sentencia T-733-2017 la etno-reparación como uno de los factores determinantes del amparo de los derechos vulnerados, es posible aplicar este mismo precedente al caso que nos ocupa, pues, pese a que en la solicitud de nulidad parcial de la misma sentencia se excluyera el tema de la condena en abstracto, la misma ocurrió por vicios meramente formales, ya que en lo sustancial, como bien pudo demostrarlo la mencionada sentencia, el derecho a la reparación de los perjuicios ocasionados con los impactos negativos en la salud, la vida y el medio ambiente resultaban un componente indispensable en la garantía del reconocimiento material de los derechos fundamentales vulnerados.  

Por esta razón y atendiendo a los diversos argumentos expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia T-733 de 2017, es de considerarse que resulta procedente condenar en abstracto a la empresa CERRO MATOSO S.A, al pago de los perjuicios ocasionados hasta la fecha, a la comunidad del Cabildo Bello Horizonte”.

II. Análisis de lo pretendido

De acuerdo con lo establecido previamente, lo que advierte el Despacho es que la demandante busca la aplicación de lo dispuesto en la Sentencia T-733 de 2017, en atención a que considera que fue excluida de lo allí resuelto sin justificación de ninguna índole; y atendiendo las especiales circunstancias geográficas y de afectación del proyecto adelantado por la empresa Cerro Matoso S.A., pretende que las órdenes impartidas en dicha providencia les sean aplicadas; estas son, las relacionadas con el reconocimiento como comunidad afectada y la protección de derechos tanto fundamentales como colectivos, dado el contexto en el que fue adoptada.
Resulta esclarecedor de lo anticipado a manera de conclusión traer a colación la sentencia T-733 de 2017, que, como se narró, estudió la afectación de varias comunidades aledañas al área de explotación de la Mina de Cerro Matoso S.A. Su parte resolutiva, en lo pertinente, es del siguiente tenor:
“(…)

CUARTO.- ORDENAR a la Dirección de Consulta Previa del Ministerio del Interior que, con la participación de la empresa Cerro Matoso S.A., en coordinación con el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, y el Ministerio de Salud y Protección Social, en un plazo máximo de un (1) año, contado a partir de la notificación de la presente sentencia, realice una consulta previa con las comunidades Bocas de Uré, Centro América, Guacarí-La Odisea, Pueblo Flecha, Puente Uré, Puerto Colombia, Torno Rojo y el Consejo Comunitario de Comunidades Negras de San José de Uré, en la cual se establezcan medidas de prevención, mitigación y compensación ambiental respecto a los perjuicios que pudiere ocasionar la continuación de las labores extractivas por parte de la empresa Cerro Matoso S.A.
Para la realización del proceso consultivo se tendrán en cuenta los siguientes factores: (i) La suscripción del Otrosí No. 4 de 2012 al Contrato No. 051-96M; (ii) La duración estimada de las actividades de exploración y explotación de Cerro Matoso S.A. en todo el complejo minero; y (iii) Los hallazgos contemplados en esta sentencia en materia de afectaciones al medio ambiente y a la salud.

Entre las estrategias específicas de protección a adoptar se deberán incluir: (i) Medidas tendientes a la descontaminación del ecosistema (aire, suelo y cuerpos de agua); (ii) Adopción de métodos técnicos que impidan el levantamiento y la dispersión de material particulado; (iii) Restauración de la cuenca hídrica del Caño Zaino; (iv) Restablecimiento de la capacidad productiva de los terrenos afectados; (v) Recuperación del paisaje; y, (vi) Aislamiento del complejo minero mediante barreras artificiales y/o naturales.

La implementación de estas medidas se realizará de acuerdo con un enfoque diferencial respecto al grado de cercanía que tiene cada comunidad con el área de explotación y el centro industrial de Cerro Matoso S.A.

QUINTO.- ORDENAR a la empresa Cerro Matoso S.A. que, dentro de un plazo de tres (3) meses, contado desde la finalización del proceso consultivo, inicie los trámites necesarios para la expedición de una nueva licencia ambiental que: (i) Se fundamente en las obligaciones asumidas en la consulta previa; (ii) Incluya instrumentos necesarios, suficientes y eficaces para corregir los impactos ambientales de sus operaciones hasta el tiempo estimado de su finalización; y (iii) Garantice la salud de las personas que habitan las poblaciones accionantes, así como la protección del medio ambiente conforme a los estándares constitucionales vigentes. 
SEXTO.- ORDENAR al Ministerio de Salud y Protección Social que, dentro del mes siguiente a la notificación de esta providencia, constituya una Brigada de Salud, que dentro de los seis (6) meses siguientes a su constitución: (i) Haga una valoración médica de las personas que se encuentren registradas en los censos del Ministerio del Interior como integrantes de las comunidades Bocas de Uré, Centro América, Guacarí-La Odisea, Pueblo Flecha, Puente Uré, Puerto Colombia, Torno Rojo así como del Consejo Comunitario de Comunidades Negras de San José de Uré; (ii) Construya el perfil epidemiológico de esas comunidades y de sus integrantes; (iii) Haga entrega de los resultados de la valoración médica y del referido perfil a esas personas; y, (iv) Presente un informe del cumplimiento de la orden, la actividad desarrollada por la Brigada de Salud y sus resultados, al Tribunal Administrativo de Cundinamarca.
SÉPTIMO.- ORDENAR a la empresa Cerro Matoso S.A. que brinde atención integral y permanente en salud a las personas que se encuentren registradas en los censos del Ministerio del Interior como integrantes de las comunidades Bocas de Uré, Centro América, Guacarí-La Odisea, Pueblo Flecha, Puente Uré, Puerto Colombia, Torno Rojo así como del Consejo Comunitario de Comunidades Negras de San José de Uré; y padezcan alguna de las siguientes enfermedades: cáncer de pulmón, atelectasia plana, silicosis, linfangitis carcinomatosa, neumoconiosis reumatoide, nódulos calcificados en el pulmón, enfermedad pulmonar obstructiva crónica, dermatitis, bandas parenquimatosas, síndrome de Caplan, sarcoma pulmonar, fibromas, niveles elevados de níquel en sangre u orina, engrosamiento de la cisura pulmonar, mesotelioma, lesiones pruriginosas, pitiriasis u otras afecciones de salud que tengan relación con las operaciones extractivas de la empresa. 
Las personas valoradas por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses tendrán derecho a solicitar sus resultados clínicos con el fin de acreditar su estado de salud. 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, juez de primera instancia (Expediente T-4.298.584), será la autoridad judicial competente para verificar el cumplimiento de la presente providencia y determinar, en caso de duda, quiénes tienen derecho a una atención integral y permanente. 

OCTAVO.- CONDENAR EN ABSTRACTO, en los términos del artículo 25 del Decreto 2591 de 1991, a la empresa Cerro Matoso S.A. al pago de los perjuicios causados a los integrantes de las comunidades Bocas de Uré, Centro América, Guacarí-La Odisea, Pueblo Flecha, Puente Uré, Puerto Colombia, Torno Rojo y el Consejo Comunitario de Comunidades Negras de San José de Uré, de conformidad con los hechos probados en esta providencia.

La liquidación respectiva se realizará ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca mediante trámites incidentales que deberán ser resueltos en un término máximo de seis (6) meses. Para ello, la Secretaría General de la Corte Constitucional remitirá inmediatamente copias de toda la actuación surtida en el proceso. 

La reparación específica de cada peticionario se sustentará estrictamente en los hechos que acredite ante el Tribunal y tendrá como fundamento los siguientes criterios orientadores: 

I. En relación con las enfermedades mencionadas en el numeral anterior, se deberán resarcir: (i) Los gastos erogados respecto a tratamientos clínicos y adquisición de medicamentos; (ii) La pérdida de capacidad laboral generada por la enfermedad; y (iii) La congoja interna, dolor o sufrimiento causado. 

II. Respecto a los daños al medio ambiente que tengan consecuencias patrimoniales individuales, se indemnizarán: (i) Los cultivos o cosechas que se hayan visto deteriorados como producto de la contaminación ambiental; y (ii) Las pérdidas económicas causadas por la disminución de productividad agrícola y/o pesquera.

NOVENO.- ORDENAR a la empresa Cerro Matoso S.A. que, dentro de los nueve (9) meses siguientes a la notificación de esta providencia, cree, financie y ponga en funcionamiento un Fondo Especial de Etnodesarrollo, bajo el estricto cumplimiento de los siguientes lineamientos: 

i) El Fondo tendrá una naturaleza privada y será administrado por la empresa Cerro Matoso S.A.; 

ii) Su objeto general será la reparación y compensación de las víctimas desde una perspectiva colectiva y étnica -etnoreparación-, en razón a los perjuicios causados durante décadas por la compañía minera;

iii) Los recursos serán utilizados específicamente para atender las necesidades que aquejan a las comunidades accionantes y que comprometen su supervivencia física, cultural y espiritual; 

iv) Como producto de lo anterior, se implementarán proyectos de salud, ambientales, educativos y de actividades productivas (agricultura), así como, estrategias adicionales de reparación simbólica con las poblaciones afectadas;

v) La duración del Fondo y su modo específico de financiación serán establecidos atendiendo la gravedad de las afectaciones causadas, los años de explotación minera hasta la fecha y la proyección en el tiempo de la misma, todo lo cual se llevará a cabo con la colaboración de la relatoría especial de seguimiento dispuesta en el resolutivo décimo cuarto de esta providencia. 

Para el efectivo cumplimiento de esta orden, la empresa Cerro Matoso S.A. presentará el proyecto de creación e implementación del Fondo a las comunidades accionantes y a la relatoría especial de seguimiento, de que trata la orden décimo cuarta, dentro del mes siguiente a la creación de esa relatoría, con el propósito de acordar su puesta en funcionamiento.

DÉCIMO.- ADVERTIR a Cerro Matoso S.A. que, el incumplimiento de las órdenes proferidas en esta sentencia o de las obligaciones asumidas en el proceso consultivo, dará lugar a que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en ejercicio de sus competencias previstas para obtener la eficacia del amparo constitucional aquí decretado, ordene la suspensión de sus actividades extractivas.
DÉCIMO PRIMERO.- ORDENAR al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible que, en el término de seis (6) meses contado a partir de la notificación de la providencia, (i) Regule de manera específica, clara y suficiente valores límite de concentración para el agua y el aire, respecto a las sustancias químicas de hierro y níquel; y (ii) Ajuste los instrumentos normativos a que haya lugar, de conformidad con los estándares de la Organización Mundial de la Salud.   

DÉCIMO SEGUNDO.- ORDENAR a la Agencia Nacional de Licencias Ambientales -ANLA- y a la Corporación Autónoma Regional de los Valles del Sinú y San Jorge -CVS- que, de manera coordinada y con base en las consideraciones del presente fallo, adopten los ajustes administrativos necesarios para la realización de un control ambiental estricto y efectivo sobre las actividades extractivas de la empresa Cerro Matoso S.A. y el cumplimiento de las medidas de mitigación, prevención y compensación que se acuerden en el proceso consultivo.

DÉCIMO TERCERO.- ADVERTIR al Ministerio de Salud y Protección Social, a la Superintendencia Nacional de Salud, y a las Secretarías de Salud del Departamento de Córdoba y de los municipios de Montelíbano, Puerto Libertador y San José de Uré, sobre la existencia de una situación epidémica de tuberculosis en la zona aledaña al complejo minero de Cerro Matoso S.A., para que en ejercicio de sus competencias, adopten todas las medidas necesarias para la protección de la salud de sus pobladores, con aplicación de los criterios derivados de los amparos constitucionales aquí dispuestos.
DÉCIMO CUARTO.- ORDENAR a la Procuraduría General de la Nación, a la Defensoría del Pueblo y a la Contraloría General de la República que, de conformidad con sus competencias legales y constitucionales, establezcan una relatoría especial integrada por funcionarios expertos en los diversos temas que abarca el presente asunto, cuyo propósito principal será coordinar, acompañar y supervisar el cumplimiento y ejecución de todas las órdenes proferidas en los numerales anteriores.

Dicho proceso será liderado y coordinado por la Procuraduría General de la Nación, quien rendirá informes y estará bajo la supervisión general del Tribunal Administrativo de Cundinamarca (juez de primera instancia en el trámite de tutela) y de la Corte Constitucional, quien en todo caso, se reserva la competencia para verificar el cumplimiento de las órdenes proferidas en esta providencia.
Para este efecto, la Procuraduría General de la Nación convocará la relatoría especial y las comunidades accionantes, dentro de los dos (2) meses siguientes a la notificación de esta sentencia, con el objeto de establecer cronogramas, metas e indicadores de cumplimiento necesarios para la efectiva implementación del fallo.
Adicionalmente, la Procuraduría General de la Nación, en conjunto con la Defensoría del Pueblo y la Contraloría General de la República, deberá entregar un reporte anual de su gestión, con indicadores de cumplimiento de las órdenes proferidas, al Tribunal Administrativo de Cundinamarca y a la Corte Constitucional.

DÉCIMO QUINTO.- Líbrense por Secretaría, las comunicaciones aludidas en el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991”.

No obstante, mediante auto A - 616 de 2018, la Corte Constitucional declaró la nulidad de varias de esas órdenes, específicamente las relacionadas con la condena en abstracto efectuada a la explotadora minera demandada; veamos lo allí decidido: 

“PRIMERO.- RECHAZAR la solicitud de nulidad propuesta por la Asociación Colombiana de Minería contra la sentencia T-733 de 2017 por carencia de legitimidad por pasiva, de acuerdo con los términos indicados en la parte motiva de la presente providencia. 

SEGUNDO.- RECHAZAR la solicitud de nulidad formulada por la empresa CERRO MATOSO S.A. contra el ordinal séptimo de la parte resolutiva de la sentencia T-733 de 2017, que le ordenó brindar atención integral y permanente en salud a las personas de las comunidades accionantes que se encuentran registradas en los censos del Ministerio del Interior, de acuerdo con lo señalado en la parte motiva de la presente providencia.

TERCERO.- DECLARAR la nulidad formulada por la empresa CERRO MATOSO S.A. contra los ordinales octavo, noveno y décimo de la parte resolutiva de la sentencia T-733 de 2017, en los términos de la parte motiva de la presente providencia”. (Subrayas de la Sala)

Así las cosas, las condena en abstracto que, en los términos del artículo 25 del Decreto 2491 de 1991, estaba encaminada a pago de los perjuicios causados a las comunidades amparadas por la sentencia T - 733 de 2017, la creación de un fondo de etnodesarrollo y la advertencia a Cerro Matoso respecto de los efectos del incumplimiento de las órdenes impartidas en la referida providencia, al ser declaradas nulas, dejaron de ser vinculantes. 
Ahora bien, de conformidad con lo hasta aquí narrado, para el Despacho es claro que la comunidad accionante considera que fue injustamente excluida de lo decidido por la Corte Constitucional en la sentencia T - 733 de 2017, y en ese sentido, presenta la solicitud de tutela de la referencia con el objetivo de que la decisión de amparo allí proferida le sea aplicada. En ese orden, aduciendo que sus condiciones son equiparables a las de las comunidades de Puerto Colombia, Pueblo Flecha, Guacarí - La Odisea, Bocas de Uré, Puente Uré Tomo Rojo, Centro América, y San José de Uré, las cuales pertenecen la Resguardo Indígena Zenú, solicitan que se amparen sus derechos fundamentales y colectivos, y en consecuencia: (i) se efectúe una consulta previa, (ii) se adopten medidas encaminadas a la mitigación de los efectos ambientales y que sobre la salud ha tenido la actividad extractiva de Cerro Matoso, y (iii) se condene en abstracto a esta última a la reparación de los perjuicios que ha ocasionado a la comunidad accionante.

Pues bien, evidencia el Despacho que las solicitudes enunciadas en los numerales (i) y (ii) se enmarcan en la orden cuarta adoptada en la sentencia T-733 de 2017, que no fue objeto de declaratoria de nulidad, mientras que la (iii) se refiere a la orden novena de la misma sentencia, la cual, como se explicó, fue declarada nula por el auto A - 616 de 2018, solicitud que por esa razón excede el objeto de esta acción de tutela. 

Lo anterior significa que, debido a que en este caso nos encontramos en un trámite de tutela contra providencia judicial, en el que se pretende que los efectos de la sentencia enjuiciada sean extendidos a la comunidad actora, únicamente procede el estudio respecto de aquellos aspectos que efectivamente son vinculantes; esto es, las órdenes encaminadas a que (i) se efectúe una consulta previa, y (ii) se adopten medidas encaminadas a la mitigación de los efectos ambientales y que sobre la salud ha tenido la actividad extractiva de Cerro Matoso. 
III. Competencia 

Pues bien, en línea con lo hasta aquí expuesto, considera este Despacho que, habida cuenta de que el actor señala como parte demandada a la Corte Constitucional, y alegó que fue “excluida infundadamente” de la decisión adoptada en el fallo T-733 de 2017, expedido por dicha autoridad judicial, fundamentando principalmente la solicitud de amparo en lo allí decidido, el Consejo de Estado es competente para conocer del asunto de la referencia. Ello, de conformidad con lo expuesto por la misma Corte Constitucional, que, a través de los autos A - 075 y A - 123, resolvió “fijar como regla intermedia del reparto de las acciones de tutela impetradas contra los fallos de la Corte Constitucional, que ellas sólo sean conocidas por el órgano de cierre de la especialidad escogida por el demandante. De esta manera, sólo las altas corporaciones judiciales, de acuerdo a sus propias reglas de trámite, tendrán la capacidad de garantizar un juzgamiento cuidadoso de este tipo de solicitudes, lo cual permitirá el respeto de las sentencias del tribunal constitucional y de la guarda y supremacía de la Carta Política (art. 241 superior)”.
Lo anterior, en atención a que la regla dispuesta en el numeral quinto del artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, reformado por el Decreto 1983 de 2017
, según el cual las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales repartidas para su conocimiento en primera instancia al respectivo superior funcional de la autoridad jurisdiccional accionada
, no puede ser aplicada para los casos en que el Tribunal demandado es la Corte Constitucional, pues esta última carece de superior funcional. Tampoco puede aplicarse por analogía aquella consagrada en el numeral 7 ibídem, que se refiere a las acciones de tutela presentadas en contra de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado
, en tanto la cabeza de la Jurisdicción Constitucional, en virtud de los dispuesto en el artículo 242 Superior, no conoce directamente de las solicitudes de amparo constitucional
.
Tal parámetro también fue adoptado por la Sección Quinta del Consejo de Estado, en providencia del 8 de junio de 2020, expedida en el proceso número 25000-23-15-000-2020-00173-01
.
IV. Solicitudes probatorias 

La parte actora planteó como solicitudes probatorias, las siguientes: 

“1. DOCUMENTALES:

1.1 Copia cédula de ciudadanía Yolis De Jesús De La Ossa Vergara. 

1.2 Acta de posesión No. 0024 del 24 de enero de 2020, por medio de la cual la señora Yolis De Jesús De La Ossa Vergara se posesiona como gobernadora local del cabildo indígena Bello Horizonte.  

1.3 Certificación de Yolis De Jesús De La Ossa Vergara como Gobernadora Local, expedido por el alcalde del municipio de San José de Ure. 

1.4 Mapa localización geográfica mina Cerro Matoso - Comunidades indígenas y negras aledañas. 

1.5 Formato Excel del listado censal de la comunidad indígena Bello Horizonte.  

1.6 Otrosí No.5 del Contrato No.051-96M. 

1.7 Certificado de existencia y representación legal de la empresa CERRO MATOSO S.A. 

1.8 Resolución No. 00336 por la cual se modifica la licencia ambiental expedida por la Autoridad Nacional de Licencia Ambientales - ANLA- a CERRO MATOSO S.A. 

1.9 Informe de epicrisis de Rafael Emiro Montiel Montalvo.

1.10 Informe de epicrisis del hijo de Liliana Peñate Geus, 

1.11 Informe de epicrisis de Junior José Montiel De La Ossa. 

1.12 Informe de epicrisis de la hija de Cindy Paola Pérez Rosario 

1. 13 Informe de epicrisis de Lefirs Luz Guevara Galarcio. 

1.14 Informe de epicrisis de Vergara de La Osa Elvira María. 

1.15 Informe de epicrisis de María de la Encarnación Zabala Benitez. 

1.16 Informe de epicrisis de Guevara Galarcio Lerfis Luz. 

1.17 Acta de Reunión líderes de las comunidades indígenas de la zona de influencia de la mina de CERRO MATOSO (SOUTH 32) y el consejo comunitario de comunidades negras de San José de Ure-Estudio de Salud, de fecha 14 de marzo de 2016. 

2. PRUEBA TRASLADADA:

2.1 Téngase en cuenta como prueba trasladada los elementos materiales de prueba y estudios periciales que reposan dentro del expediente de la sentencia T-733 de 2017, Sala Séptima de revisión de la Corte Constitucional.

3. OFICIOS:

3.1 Oficiar al ANLA para que:

a.
Certifique cual es el estado actual de la licencia ambiental de la empresa CEROMATOSO S.A.

b.
Certifique la existencia de depósitos de escoria con su respectiva ubicación.

3.2 Oficiar a la dirección de asuntos indígenas para que aporte los últimos censos a su disposición y señale la clasificación de la población del cabildo BELLO HORIZONTE dentro del resguardo indígena Zenú, su composición sociocultural, número de habitantes y ubicación geográfica.

4. PERICIALES:

4.1 Oficiar al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses para que evalúe los impactos a la salud ocasionados a los miembros del cabildo indígena Bello Horizonte por la actividad minera de la empresa CERRO MATOSO S.A, y de igual forma se evalúe los impactos ambientales, en el aire, fuentes y reservorios acuíferos que están dentro del territorio que ocupa el cabildo acá accionante.  

5. TESTIMONIALES:

Ténganse en cuenta los siguientes testimonios a fin de sustentar lo hechos que son objeto de la presente acción:

5.1 Manuel Jesús Morales Beltrán, (…)
5.2 Ever Manuel Guevara Galarcio, (…)
5.3 Luis Emilio Galvan Morelo, (…)”.

4.1. Sobre el particular se señala que las pruebas enumeradas en el acápite denominado “1. DOCUMENTALES”, al obrar en el plenario y ser pertinentes, en tanto tienen relación con los hechos que se pretenden demostrar, conducentes, debido a que los últimos son susceptibles de acreditarse a través de ellas, y útiles, en tanto han de prestar su servicio para la convicción del juez, serán tenidas como tales
. 
4.2. En lo que hace a la denominada prueba trasladada, que en realidad se trata de solicitar copia de los expedientes tramitados en la Corte Constitucional bajo los radicados números T - 4.126.294 y T - 4.298.584, los cuales fueron objeto de acumulación y dieron lugar a la decisión número T-733 de 2017, también considera el Despacho que se trata de documentos que son pertinentes, por cuanto tienen relación con los hechos que se pretenden probar; esto es, la ubicación y las condiciones de la comunidad demandante en relación con las comunidades amparadas en la sentencia T-733 de 2017; conducentes, dado que esa situación es susceptible de acreditarse a través de aquellos y, por ende, útiles para la labor judicial. En consecuencia, se ordenará a la Secretaría General de esta Corporación que solicite a la Corte Constitucional información sobre la ubicación actual de dichos expedientes y, una vez comunicado tal aspecto, sea requerida de las autoridades judiciales competentes con el fin de que envíen copia digital de la totalidad de ellos. 
4.3. Ahora bien, la certificación solicitada a la ANLA, acerca del estado actual de la licencia ambiental otorgada a Cerro Matoso, será decretada, toda vez que también resulta conducente, debido a que da cuenta de lo ya reseñado; pertinente, por cuanto dicha entidad es la encargada de adelantar el referido trámite de licenciamiento, y útil, en tanto da elementos de convicción al juez de tutela para adoptar su decisión. 

Igualmente, se decretará el oficio solicitado al Ministerio del Interior, habida cuenta de que lo pretendido por la parte actora es demostrar su presencia en el área de afectación del proyecto de Cerro Matoso S.A., de modo que la ubicación geográfica que aporte esa cartera, así como los censos más recientes que tenga, la clasificación de la población del Cabildo accionante en el Resguardo Indígena Zenú y su composición sociocultural, son elementos materiales directamente relacionados con el tema del proceso, susceptibles de ser probados por ese medio, dado que el Ministerio del Interior es el encargado de procurar y actualizar esa información y, por ende, son pertinentes, conducentes y útiles.  
4.4. En cuanto a la prueba pericial consistente en que se oficie al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses para que evalúe los impactos a la salud ocasionados a los miembros del Cabildo Indígena Bello Horizonte por la actividad minera de la empresa Cerro Matoso S.A., el Despacho no encuentra mérito para proceder a su decreto, como quiera que, de un lado, lo que se pretende con el ejercicio de la acción constitucional de la referencia es determinar si existe afectación geográfica de tal cabildo en relación con el área de influencia del proyecto de la mencionada empresa, circunstancia que podría corroborarse con los elementos anotados anteriormente, a efectos de lograr la certeza requerida para resolver las pretensiones formuladas en esta sede una vez se sopesen los argumentos y pruebas que alleguen quienes hacen parte del extremo pasivo de esta Litis; y del otro, como la orden relacionada con la condena en abstracto excede el objeto de esta solicitud de amparo, las pruebas encaminadas a demostrar los perjuicios ocasionados a la comunidad resultan impertinentes, inconducentes e inútiles.
4.5. Finalmente, en lo atinente a la prueba testimonial, observa el Despacho que la misma no es pertinente, conducente ni útil, en tanto en la solicitud no explica la razón por la cual los ciudadanos cuyo testimonio se peticiona podrían aportar al esclarecimiento de los hechos objeto del proceso de la referencia; tampoco aporta certeza frente a los mismos y en esa medida, no permitirían al juez obtener mayor convicción acerca del tema del proceso, razón por la cual será denegada.
Pues bien, una vez abordados todos los aspectos de la solicitud de amparo y al evidenciar que esta cumple con los requisitos que señala el artículo 14 del Decreto 2591 de 1991 el Despacho,

RESUELVE:
Primero. Admitir la acción de tutela interpuesta, a través de apoderado judicial, por el Cabildo Bello Horizonte de la Comunidad Indígena Zenú, en contra de la Corte Constitucional, el Ministerio del Interior, el Ministerio de Minas y Energía, la Agencia Nacional de Licencias Ambientales, la Agencia Nacional de Minería, la Corporación Autónoma Regional de los Valles del Sinú y San Jorge - CVS y la empresa Cerro Matoso S.A. 
Segundo. Notificar por el medio más expedito y eficaz al doctor Alberto Rojas Ríos, Magistrado de la Corte Constitucional, en calidad de ponente de la sentencia T - 733 de 2017, a la Ministra del Interior, a la Ministra de Minas y Energía, al Representante Legal de la Agencia Nacional de Licencias Ambientales, al Representante Legal de la Agencia Nacional de Minería, al Director de la Corporación Autónoma Regional de los Valles del Sinú y San Jorge - CVS y al Representante Legal de la empresa Cerro Matoso S.A., quienes podrán rendir informe en la presente tutela y allegar los documentos que pretendan hacer valer como pruebas, dentro de los tres (3) días siguientes al recibo del respectivo oficio.
Tercero. Vincular en la presente acción de tutela al por el medio más expedito y eficaz al Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible y al Ministro de Salud y Protección Social.

Cuarto. Notificar por el medio más expedito y eficaz, la iniciación del presente trámite procesal al Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible y al Ministro de Salud y Protección Social, y al Representante Legal de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, para que dentro del término de tres (3) días, contados a partir de la fecha de recibo de la correspondiente comunicación, manifiesten lo que consideren pertinente. 

Lo anterior, en atención a en atención al interés que les asiste a las mencionadas carteras en las resultas de este proceso por cuanto pueden verse afectados con la decisión definitiva que se adopte dentro del mismo, así como a la obligación de vincular a la Agencia Nacional de Defensa a todos los procesos en los que se demande a una entidad pública, en virtud del artículo 612 del Código General del Proceso, modificatorio del artículo 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contenciosos Administrativo.
Quinto. Tener como pruebas los documentos aportados con la solicitud de amparo, con el valor probatorio que les corresponda según la ley, esto es, copia de la cédula de ciudadanía de Yolis de Jesús de La Ossa Vergara, copia del Acta de posesión No. 0024 del 24 de enero de 2020, por medio de la cual la señora Yolis de Jesús de La Ossa Vergara se posesiona como gobernadora local del cabildo indígena Bello Horizonte; copia de la certificación de Yolis de Jesús de La Ossa Vergara como Gobernadora Local, expedido por el alcalde del municipio de San José de Ure; copia del mapa de localización geográfica mina Cerro Matoso - Comunidades indígenas y negras aledañas, copia del listado censal de la comunidad indígena Bello Horizonte, obrante en un archivo de Excel; copia del otrosí No.5 del Contrato No.051-96M, copia del certificado de existencia y representación legal de la empresa Cerro Matoso S.A., copia de la Resolución No. 00336 por la cual se modifica la licencia ambiental expedida por la ANLA a Cerro Matoso S.A., copia del informe de epicrisis de Rafael Emiro Montiel Montalvo, copia del informe de epicrisis del hijo de Liliana Peñate Geus, copia del informe de epicrisis de Junior José Montiel De La Ossa, copia del informe de epicrisis de la hija de Cindy Paola Pérez Rosario, copia del informe de epicrisis de Lefirs Luz Guevara Galarcio, copia del informe de epicrisis de Vergara de La Osa Elvira María, copia del informe de epicrisis de María de la Encarnación Zabala Benitez, copia del informe de epicrisis de Guevara Galarcio Lerfis Luz y copia del Acta de Reunión líderes de las comunidades indígenas de la zona de influencia de la mina de CERRO MATOSO (SOUTH 32) y el consejo comunitario de comunidades negras de San José de Ure - Estudio de Salud, de fecha 14 de marzo de 2016.
Sexto. Solicitar a la Corte Constitucional información sobre la ubicación actual de los expedientes acumulados T - 4.126.294 y T - 4.298.584, que dieron lugar a la sentencia T-733 de 2015, una vez obtenida su ubicación, por Secretaría, solicitar copia digital de la totalidad de los mismos a las autoridades judiciales respectivas. 
Séptimo. Requerir a la ANLA para que certifique “cual es el estado actual de la licencia ambiental de la empresa CEROMATOSO S.A.” y “la existencia de depósitos de escoria con su respectiva ubicación”
.
Octavo: Requerir al Ministerio del Interior, para que “aporte los últimos censos a su disposición y señale la clasificación de la población del cabildo BELLO HORIZONTE dentro del resguardo indígena Zenú, su composición sociocultural, número de habitantes y ubicación geográfica”
. 
Noveno: Negar la solicitud probatoria “4. PERICIALES” y “5. TESTIMONIALES” de la parte actora, por las razones expuestas en la parte motiva de este proveído.
Décimo: Reconocer al abogado Pedro Hernán Villamarín Cáceres como apoderado del Cabildo Bello Horizonte de la Comunidad Indígena Zenú, en los términos y para los fines del poder a él conferido, obrante en los folios 1 y 2 del anexo 1 de la demanda. 
Undécimo: Notificar por el medio más expedito y eficaz esta decisión a la actora.
Notifíquese y cúmplase,
OSWALDO GIRALDO LÓPEZ

Consejero de Estado 
� Folio 8 de la demanda.


� Las comunidades de (i) Puerto Colombia, (ii) Pueblo Flecha, (iii) Guacarí - La Odisea, (iv) Bocas de Uré, (v) Puente Uré Tomo Rojo, (vi) Centro América y San José de Uré. 


� Folio 3 de la demanda.


� Folio 4 ibídem. 


� Folio 7 ibídem. 


� Folio 9 ibídem. 


� Folio 10 ibídem.


� Folio 12 ibídem.


� Ibíd.


� Las comunidades de (i) Puerto Colombia, (ii) Pueblo Flecha, (iii) Guacarí - La Odisea, (iv) Bocas de Uré, (v) Puente Uré Tomo Rojo, (vi) Centro América y San José de Uré. 


� Folio 11 ibídem. 


� “2.4 La dignidad: la definición de dignidad humana empleada por la Corte Constitucional reza: “(i) la dignidad humana entendida como autonomía o como posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según sus características (vivir como quiera), (ii) la dignidad humana entendida como ciertas condiciones materiales concretas de existencia (vivir bien) y (iii) la dignidad humana entendida como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e integridad moral (vivir sin humillaciones)”; esto implica el deber del Estado de brindar la protección de la misma y la responsabilidad de cada persona de cumplir con los deberes que le señala la Ley”. Folio 10 ibídem. 


� Folio 13 ibídem. 


� Folio 13 ibídem.


� Ibíd.


� Ibíd. 


� Ibíd. 


� "Por el cual se modifican los artículos 2.2.3.1.2.1, 2.2.3.1.2.4 y 2.2.3.1.2.5 del Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario del sector Justicia y del Derecho, referente a las reglas de reparto de la acción de tutela".


� “Artículo 1. Modificación del artículo 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015. Modificase el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, el cual quedara así: 


‘Artículo  2.2.3.1.2.1. Reparto de la acción de tutela. Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas:


(…)


5. Las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional de la autoridad jurisdiccional accionada.


(…)”.


� “Artículo 1. Modificación del artículo 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015. Modificase el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, el cual quedara así:


‘Artículo  2.2.3.1.2.1. Reparto de la acción de tutela. Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas:


(…)


7. Las acciones de tutela dirigidas contra la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a la misma Corporación y se resolverá por la Sala de Decisión, Sección o Subsección que corresponda de conformidad con el reglamento al que se refiere el artículo 2.2.3.1.2.4 del presente decreto.


(…)”.


� “Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones: 


1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su formación. 


2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a un referendo o a una Asamblea Constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de procedimiento en su formación.


3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y realización. 


4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 


5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 


6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 


7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el Gobierno con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 


8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados por el Gobierno como inconstitucionales, y de los proyectos de leyes estatutarias, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 


Jurisprudencia Concordante


9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de tutela de los derechos constitucionales. 


10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los aprueben. Con tal fin, el Gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el Gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento formulando la correspondiente reserva. 


11. Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas jurisdicciones.


12. Darse su propio reglamento. 


Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto”.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta. Consejera ponente: Rocío Araújo. Auto del 8 de junio de 2020, expediente radicación número: 25000-23-15-000-2020-00173-01.


� Folios 3 a 382 del anexo 1 de la demanda. El censo fue aportado en vía magnética a través del siguiente link https://drive.google.com/drive/folders/1koJCXas9l8WQH_kRCQNDlZDRk29fkrMt, obrante a folio 1 del anexo 2 de la demanda. 


� Folio 16 de la demanda.


� Ibíd.
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